
Rancagua, veintidós de diciembre de dos mil veintiuno.

VISTOS Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que  en  esta  causa  RIT  O-289-2021,  Bárbara  Donoso  Ríos, 

abogada,  en  representación  del  SERVICIO  DE  SALUD  DEL  LIBERTADOR 

GENERAL BERNARDO O’HIGGINS,  Rut N° 61.606.800-8, persona jurídica de 

Derecho Público, ambos domiciliados en Avenida Libertador Bernardo O’Higgins 

N°  609,  Rancagua,  interpone  demanda  de  desafuero  maternal  en  contra  de 

CAROLINA  BEATRIZ  SEPÚLVEDA  CONTRERAS,  cédula  de  identidad  N° 

18.385.718-5, enfermera, domiciliada en Honduras N° 1383, Villa Los Profesores, 

Rancagua.  Funda la demanda señalando que la demandada ingresó a trabajar para 

el Servicio de Salud del Libertador General Bernardo O´Higgins, en el cargo de 

enfermera  en  la  Unidad  de  Hospitalización  del  Hospital  de  Graneros,  con  la 

finalidad de prestar servicios en calidad de honorarios a suma alzada, entre el 06 

de abril de 2021 y hasta el 30 de junio de 2021, como refuerzo para el desarrollo del 

programa ministerial Covid-19.  Que esta prestación de servicios fue formalizada 

mediante  la  suscripción  de  un  contrato  de  honorarios  a  suma  alzada,  el  cual 

debería concluir con la llegada del plazo, esto es, el 30 de junio de 2021, ya que fue 

suscrito en el marco de la nueva dotación de personal necesario para el desarrollo 

del  programa  ministerial  ya  referido,  para  efectos  de  abordar  la  contingencia 

Covid-19, financiado por el Ministerio de Salud.  Que con fecha 29 de abril de 2021, 

la demandada informa a su jefatura directa, doña Victoria Guzmán, coordinadora 

de Hospitalización Covid-19 en el Hospital de Graneros, de su estado de gravidez, 

acompañando certificado médico de embarazo de misma fecha, que indica que es 

portadora de embarazo de 8 semanas.  Que entonces, se han dado por notificados 

formalmente de dicha circunstancia,  y que por tanto goza de fuero laboral  por 

maternidad conforme a la Ley, no obstante la naturaleza jurídica transitoria del 

vínculo que la une al hospital señalado, haber prestado servicios por sólo 23 días y, 

en  consecuencia,  al  Servicio  de  Salud  O´Higgins.   Que  atendida  la  naturaleza 

jurídica del vínculo que une al Servicio de Salud O´Higgins con la demandada y la 

temporalidad acotada fijada como extensión del mismo, queda de manifiesto que 
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su representada no cuenta con los recursos necesarios para mantener en el tiempo 

un  contrato  cuyo  financiamiento  se  encontraba  presupuestado  para  labores 

específicas  atingentes  a  la  emergencia  sanitaria  Covid-19,  y  solo  hasta  el 

vencimiento del plazo, el que se encontraba pactado solo para el lapso de 3 meses,  

venciendo irremediablemente el día 30 de junio de 2021.  Hace presente que si bien 

en un principio la demandada fue contratada para funciones específicas por un 

periodo  determinado  (tres  meses),  el  Servicio  de  Salud,  al  momento  de  tomar 

conocimiento de su estado de embarazo y con el  sólo objeto de cumplir  con la 

legislación  laboral,  mantiene  su  contratación  a  la  espera  de  la  autorización 

conforme al artículo 174 del Código del Trabajo, pese a haberse desempeñado por 

sólo 23 días en el Hospital de Graneros.  Que en cuanto a Derecho, se citan los 

artículos 201 y 159 N° 4 del  Código del  Trabajo.   Solicita tener  por interpuesta 

demanda de desafuero laboral y, en definitiva, conceder el desafuero, autorizando 

a su representada a poner término a la relación laboral que la vincula con Carolina 

Beatriz Sepúlveda Contreras, por la causal de derecho contemplada en el artículo 

159 N° 4 del Código del Trabajo, esto es, vencimiento del plazo convenido en el 

contrato, con expresa condenación en costas en caso de oposición.

SEGUNDO: Que  CAROLINA  BEATRÍZ  SEPÚLVEDA  CONTRERAS, 

enfermera, contesta la demanda de desafuero maternal, solicitando sea rechazada 

en todas y cada una de sus partes.  Expone que es efectivo que ingresó a trabajar  

para el Servicio de Salud del Libertador General Bernardo O´Higgins en el cargo 

de enfermera, en la Unidad de Hospitalización del Hospital de Graneros, con la 

finalidad de prestar servicios en calidad de honorarios a suma alzada, durante el 

periodo que medió entre el 06 de abril de 2021 hasta el 30 de junio de 2021, como 

refuerzo para el desarrollo del programa ministerial Covid-19, y que es efectivo 

que con fecha  29 de  abril  de  2021 informó a  su  jefatura  directa,  doña Victoria 

Guzmán, coordinadora de hospitalización Covid-19 en el Hospital de Graneros, de 

su  estado  de  gravidez,  acompañando  certificado  médico  de  embarazo,  siendo 

portadora de embarazo de 8 semanas de embarazo.  Señala que ingresó a prestar 

servicios para la demandante a través de un convenio de fecha 15 de abril de 2021, 
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el  que  reconoce  que  ingresó  a  trabajar  con  fecha  06  de  abril  de  2021,  y  cuya 

duración era hasta el 30 de junio de 2021.  Que la naturaleza jurídica del contrato 

que suscribió con el Servicio de Salud O´Higgins era de honorarios a suma alzada, 

para prestar apoyo para el cumplimiento del programa ministerial Covid-19 en el 

establecimiento  Hospital  de  Graneros.   Indica  que  estando  la  relación  laboral 

vigente al momento de interponerse la demanda, no sería aplicable la hipótesis de 

terminación de los contratos de trabajo, al menos en lo que se refiere a la causal N° 

4, vencimiento del plazo convenido en el contrato, no por los hechos contenidos en 

el  libelo de demanda,  toda vez que el  Servicio de Salud O´Higgins ni  siquiera 

esperó que se verificara la hipótesis legal para solicitar la terminación anticipada 

del convenio firmado por las partes, lo que hace suponer que el Servicio de Salud 

O´Higgins  nunca  quiso  cumplir  con  las  obligaciones  que  se  le  impone  a  los 

empleadores respecto de mujeres en su situación.  Sostiene que se debe considerar 

la importancia que tiene la maternidad en las relaciones laborales y la intención del 

legislador de protegerla como un bien jurídico de los más valiosos cultivados por 

la  sociedad,  y  la  facultad  que  el  Tribunal  posee  en  virtud  del  artículo  174  del 

Código  del  Trabajo,  debe  ser  interpretada  en  vista  de  los  instrumentos 

internacionales  que  protegen  a  la  maternidad  y  la  infancia,  como  también  el 

espíritu de la legislación interna vigente, es por ello que esta dimensión debe ser 

considerada al momento de fallar el asunto sometido a su decisión.  Que en este  

sentido, el dictamen de Contraloría General de la República N° 14.498, de 2019, 

hizo extensivo los derechos referidos a la protección de la maternidad contenidos 

en  el  Título  II,  Libro  II  del  Código del  Trabajo,  a  las  servidoras  contratadas  a 

honorarios de acuerdo a lo previsto en el artículo 11 de la Ley N° 18.834, sobre 

Estatuto Administrativo, pronunciamiento que viene a corregir el problema que se 

presenta para las trabajadoras a honorarios, muchas de ellas por años, en virtud de 

la ejecución de programas presupuestarios, sin que se le reconozcan expresamente 

los derechos de protección a la maternidad.  Señala que las razones esgrimidas en 

la demanda carecen de una lógica proteccional a la maternidad,  toda vez se ha 

reconocido  ampliamente  que  las  mujeres  contratadas  a  honorarios  que 
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desempeñan labores en virtud de un programa presupuestario, como es el caso del 

programa  Covid-19,  prestan  servicios  en  cumplimiento  de  un  mandato  del 

legislador,  que  ha  encargado  a  un  organismo  determinado  la  satisfacción  de 

necesidades  públicas  que  expresamente  ha  consignado  al  establecer  dicho 

programa, por ende, se trata de labores que, si bien son transitorias, son propias de 

la institución por encargo de la norma presupuestaria correspondiente, ergo, no es 

posible esgrimir por la demandante que no cuenta con los recursos suficientes para 

mantener  en  el  tiempo  una  relación  laboral  en  las  condiciones  en  las  que  se 

encuentra, motivo por el cual se encuentra amparada por lo señalado en el artículo 

201  del  Código  del  Trabajo.   Que  en  cuanto  a  Derecho,  y  como  normas  de 

protección a la maternidad, se cita el artículo 25 N° 2 de la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, de 1948; artículo 19 numeral 2 del Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del año 1966; Convenio 103 de la 

Organización  Internacional  del  Trabajo,  sobre  Protección  de  la  Maternidad, 

ratificado  por  Chile  el  año  1994.   Que  también  se  expresa  que  en  el  orden 

constitucional  y  legal,  la  Corte  Suprema  ha  señalado  que  la  protección  de  la 

maternidad y del que está por nacer se consagra en la Constitución de la República 

de Chile, en los incisos 2° y 3° del artículo 1, N° 1, N° 2 y N° 16 del artículo 19, y en 

cuanto  a  lo  legal,  el  Código  del  Trabajo  ha  establecido  la  protección  de  la 

maternidad en su artículo 201.  Que, finalmente, se hace presente que en varios 

conflictos  en  donde  los  Juzgados  de  Letras  del  Trabajo  han  otorgado  la 

autorización para despedir a una trabajadora con fuero maternal, siendo, además, 

ratificada  dicha  resolución  por  las  respectivas  Cortes  de  Apelaciones,  la  Corte 

Suprema, con ocasión de recursos de Unificación de Jurisprudencia, ha revertido el 

sentido de los fallos, impidiendo el término de la relación laboral de la trabajadora,  

citando para tal  cometido la robusta normativa que protege la maternidad y la 

vida  del  que  está  por  nacer.   Solicita  tener  por  contestada  la  demanda  de 

desafuero, solicitando que el libelo pretensor sea rechazado en todas y cada una de 

sus  partes,  no  dando por  tanto  lugar  a  la  autorización  de  poner  término  a  la 

relación laboral entre las partes, con expresa condenación en costas.

XSXMZKVC



TERCERO: Que  en  la  audiencia  preparatoria,  no  se  logró  conciliación. 

Luego, se recibió la causa a prueba y las partes ofrecieron los distintos medios que 

incorporaron en la audiencia de juicio llevada a cabo.

CUARTO: Que  de  las  presentaciones  de  las  partes,  no  se  encuentra 

controvertido que las partes suscribieron un contrato de honorarios a suma alzada, 

para  que  la  trabajadora  demandada  prestara  servicios  como  enfermera  en  la 

Unidad de Hospitalización del Hospital de Graneros, entre el 06 de abril de 2021 y 

hasta el 30 de junio de 2021, en el contexto del desarrollo del programa ministerial  

para abordar la contingencia de Covid-19.  Que,  por otra parte,  tampoco es un 

hecho controvertido que la actora efectivamente se encuentra embarazada, por lo 

que goza de fuero maternal.

QUINTO: Que  la  parte  demandante  sostiene  que  la  trabajadora  fue 

contratada para cumplir funciones específicas, y que no se contaba con los recursos 

necesarios para financiar el contrato celebrado más allá del vencimiento del plazo 

convenido.   Que  para  acreditar  lo  anterior,  se  incorporó  la  siguiente  prueba 

documental:

1.-  Certificado  de  embarazo,  emitido  por.  Juan  A.  Pereira,  médico 

ginecólogo, del Centro Médico Ecolook, de fecha 29 de abril de 2021.

2.- Convenio con Personas Naturales Honorarios,  de fecha 15 de abril  de 

2021,  celebrado  entre  el  Servicio  de  Salud  O’Higgins  y  Carolina  Sepúlveda 

Contreras.

3.- Anexo Convenio con Personas Naturales Honorarios, de fecha 12 de julio 

de 2021.

4.-  Boletas  de  honorarios  electrónicas,  emitidas  por  Carolina  Sepúlveda 

Contreras al Servicio de Salud Hospital de Graneros, de los meses de abril, mayo y 

junio de 2021.  Se adjuntan certificados de cumplimiento de funciones.

SEXTO: Que la parte demandada, a su turno, acompañó el convenio, anexo 

y certificado de embarazo, referidos en el motivo precedente.
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SÉPTIMO: Que, además, se citó a absolver posiciones al representante legal 

del Servicio de Salud O’Higgins, no compareciendo éste ni la persona designada 

para tal efecto, por lo que se solicitó hacer efectivo el apercibimiento legal.

OCTAVO: Que el Tribunal,  como medio de prueba,  ordenó que la parte 

demandante  Servicio  de  Salud  O’Higgins  exhibiera  documentación  relacionada 

con los recursos destinados a financiar el programa en el cual se desempeñaba la 

trabajadora.  Que se exhibió el Memorándum N° 728, de fecha 30 de noviembre de 

2021, de Felipe Arriagada Aguilera, Jefe Departamento de Gestión de las Personas, 

a  Mauricio  Cárdenas  Arriagada,  Jefe  del  Departamento  Jurídico;  que  en  el 

documento  se  expresa  que  el  presupuesto  inicial  mediante  Decreto  N°  558 

otorgado para dicha estrategia Covid-19 corresponde a la suma de M$6.557.497.-, y 

en junio de 2021,mediante Decreto N° 1234, se otorga presupuesto para “Refuerzo 

Pandemia  Covid-19  APS”,  por  la  suma  de  M$32.585.-,  lo  que  da  un  total  de 

M$6.590.082.-,  en  tanto  el  gasto  Covid-19  a  diciembre  proyectado  será  de 

M$10.728.113.-, de acuerdo a la tabla que se adjunta, por lo que la estrategia Covid 

no es financiada de acuerdo a una sobreejecución de M$4.170.616.-.

NOVENO: Que el cuadro al cual se hace referencia en el Memorándum es el 

siguiente:
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DÉCIMO: Que  a  juicio  de  este  sentenciador,  si  bien  se  trata  de  un 

documento  que  emana  de  la  propia  parte,  los  antecedentes  aparecen  como 

suficientemente fundados como para establecer el mayor gasto que ha significado 

el programa de salud Covid-19.

UNDÉCIMO: Que no obstante lo anterior, consta que se ha celebrado un 

anexo para prorrogar la vigencia del plazo de contratación de la demandada hasta 

el 31 de diciembre de 2021, expresándose en el N° 2 que se modifica el convenio 

celebrado con anterioridad, en cuanto a la fecha de término, “con el objetivo de dar 

continuidad a las funciones que se enmarcan dentro del decreto de alerta sanitaria 

en todo el territorio nacional de la República para enfrentar la amenaza pública 

producida por la propagación a nivel mundial del nuevo coronavirus COVID 19”. 

Que este anexo fue suscrito con fecha 12 de julio de 2021, esto es, con posterioridad 

al plazo originalmente pactado (30 de junio de 2021), debiendo hacerse presente, 

tal como se hace en la contestación, que la demanda fue interpuesta el 19 de mayo 

de 2021, es decir, antes incluso de la fecha de vencimiento del plazo convenido en 

el convenio de abril de 2021.

DUODÉCIMO: Que el  documento referido  en el  motivo anterior  (anexo 

convenio) modifica totalmente el planteamiento de la demanda y lo controvierte, 

pues si bien se menciona en ésta que se ha mantenido la contratación mientras se 

espera la autorización judicial,  el  anexo, suscrito con bastante posterioridad,  da 

cuenta que su finalidad es la continuidad en las labores que cumplía la demandada 

dentro del programa para enfrentar el Covid-19, lo que permite establecer que las 

labores  para  las  cuales  fue  contratada  Carolina  Sepúlveda,  si  bien  acotadas  al 

programa Covid-19, no han concluido, elemento que debe ser considerado por el 

Tribunal para ponderar los bienes jurídicos comprometidos en la litis.

DÉCIMO TERCERO: Que de esta manera, si bien el contrato a honorarios 

concluía el 30 de junio de 2021, las partes suscribieron un anexo que prorrogó su 

vigencia hasta el 31 de diciembre, siempre en el contexto del programa Covid-19, 

fecha  respecto  de  la  cual  no  se  ha  solicitado  autorización  para  proceder  al 
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desafuero.  Por otro lado, de este mismo antecedente aparece que las labores de la 

demandada no son específicas y acotadas.

DÉCIMO CUARTO: Que el artículo 174 del Código del Trabajo faculta al 

Juez del  Trabajo para ponderar las circunstancias del  caso y,  según lo anterior, 

otorgar o no otorgar autorización para proceder al despido de una trabajadora con 

fuero.  Que en el caso de marras, se ejercerá esta labor de ponderación, atendidas 

las  circunstancias  excepcionales  que  se  invocaron  para  la  contratación  de  la 

demandada, las que hasta la fecha se mantienen, conforme el anexo suscrito, y por 

estas mismas circunstancias se preferirá la protección de la vida e integridad física 

de la  trabajadora y  de hijo(a),  conforme al  artículo  19 N° 1 de  la Constitución 

Política de la República, y Convenio N° 158 de la Organización Internacional del 

Trabajo, que en su artículo 5 excluye de las causas justificadas para poner término 

a  las  relaciones  de  trabajo  las  ausencias  por  licencia  de  maternidad  y  las 

responsabilidades familiares.

DÉCIMO QUINTO: Que por las razones expuestas  precedentemente,  no 

resulta procedente otorgar la autorización para despedir a la demandada que goza 

de fuero maternal, conforme al artículo 174 del Código del Trabajo.

DÉCIMO SEXTO: Que el resto de la prueba rendida no altera lo concluido. 

Que en efecto, el certificado de embarazo nada aporta al debate en atención a que 

dicho estado de la demandada no fue objeto de controversia.  Que las boletas de 

honorarios tampoco tienen mayor mérito probatorio, puesto que no se ha discutido 

la  naturaleza  jurídica  de  los  servicios  que  prestaba  Carolina  Sepúlveda.   Que, 

finalmente,  no  se  hará  efectivo  el  apercibimiento  solicitado  por  la  parte 

demandada en relación a la prueba confesional, ya que en el escrito de contestación 

los argumentos se exponen no son para controvertir el tipo de contratación o el  

plazo, sino que elementos para ponderar la protección a la madre y al hijo o hija en 

gestación.

DÉCIMO SÉPTIMO: Que incumbe probar las obligaciones o su extinción al 

que alega aquellas o ésta.
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Y teniendo además presente lo dispuesto en los artículos 1, 4, 7, 9, 159 N° 4, 

174, 201, 425, 432 y 446 y siguientes del Código del Trabajo, se declara:

I. Que se rechaza la demanda de desafuero interpuesta por el Servicio 

de Salud Región de O’Higgins en contra de Carolina Beatriz Sepúlveda Contreras.

II. Que no se condena a la parte demandante a pagar las costas de la 

causa, por estimarse que tuvo motivo plausible para litigar, además de gozar de 

privilegio de pobreza de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley N° 

10.383, en relación al artículo 16 del Decreto Ley N° 2.763, de 1979.

ANÓTESE,  DÉJESE  COPIA  AUTORIZADA  EN  EL  REGISTRO  DE 

SENTENCIAS Y ARCHÍVESE EN SU OPORTUNIDAD.

RIT O-289-2021

RUC 21-4-0336778-5

Pronunciada por don ALONSO FREDES HERNÁNDEZ, Juez Titular del 

Juzgado de Letras del Trabajo de Rancagua.

En  Rancagua a  veintid s de diciembre de dos mil veintiuno,  ó se notific  por eló  
estado diario la resoluci n precedente.ó
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A contar del 05 de septiembre de 2021, la hora visualizada corresponde
al horario de verano establecido en Chile Continental. Para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para más
información consulte http://www.horaoficial.cl
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